ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

                                                       RADICACIÓN: 66001 31 07 002 2017 00046 01
 ACCIONANTE: FELIX ANTONIO CORREA
ACCIONADAS: COLPENSIONES
ASUNTO: REVOCA DECISIÓN   


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 18 de septiembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Revoca y declara improcedencia
Radicación Nro. :
66001 31 07 002 2017 00046 01
Accionante: 
FÉLIX ANTONIO CORREA RODRÍGUEZ

Accionado:
COLPENSIONES
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Temas: 
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. [E]sta Sala considera que en ese asunto específico se puede dar aplicación al principio conforme al cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), toda vez que como se dijo antes, el accionante es el responsable de los hechos que hoy alega por medio de la tutela y que procura subsanar por no habérsele dado trámite al recurso de impugnación presentado en contra del dictamen de pérdida de capacidad laboral y del que conocería la Junta Regional de Calificación, máxime que en la comunicación del dictamen de PCL se le informó al señor Correa el término y el lugar con los cuales contaba para presentar inconformidades (…). Por otro lado, frente al derecho de petición presentado por el accionante el 24 de mayo de 2017 el cual estaba encaminado a que se pagaran los honorarios a favor de la Junta Regional de Calificación de Invalidez con el fin de que se tramitara el recurso de apelación, la Sala encuentra que si bien en principio Colpensiones había omitido dar respuesta al mismo, mediante la comunicación  BZ- 2017_7208610 del 17 de julio de 2017 Colpensiones respondió al accionante que no procederían a remitir el expediente ni a cancelar los honorarios, con fundamento en los argumentos a los que se han venido haciendo referencia a lo largo de este proveído  en el entendido de haberse presentado extemporáneamente la inconformidad frente al dictamen de PCL (Fl.41 y 42). Dicha respuesta fue enviada con la guía GN0367017388266 la que aparece  fotocopia de guía de envío del 18 de julio de 2017  donde aparece recibido por “Lina Marcela” (Fl.46), quien de acuerdo a una constancia del Oficial Mayor del juzgado de primera instancia, es quien contesta a los teléfonos de una oficina de abogados (Fl.28). De acuerdo a lo anterior, la vulneración al derecho fundamental de petición ya ha sido materializado y en tal virtud, no podría este Tribunal impartir una orden cuando el hecho objeto de tutela, se encuentra superado, lo que se configura en el caso bajo estudio.
.RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, catorce (14) de septiembre de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0941
Hora: 10:30 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por COLPENSIONES frente al fallo emitido el 25 de julio de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado, itinerante de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Félix Antonio Correa Rodríguez en contra de esa AFP.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó el señor Félix Antonio Correa Rodríguez que debido a su estado de salud, le fue calificada su pérdida de capacidad laboral la que arrojó como resultado un 41.852%, decisión en contra de la cual interpuso recurso de apelación y posteriormente, el 24 de mayo de 2017 presentó derecho de petición ante Colpensiones solicitando el pago de los honorarios a la Junta Regional de Calificación de Invalidez para que surtiera la nueva calificación, sin que a la fecha hubiera recibido respuesta al respecto.
Por lo tanto, solicitó que se ordenara a Colpensiones cancelar el valor de los honorarios a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda e igualmente aportar recibo de la consignación del pago a su dirección de notificación (Fls. 1-3)
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 4-10).
3. SÍNTEIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA 

3.1. COLPENSIONES 
Indicó que el 16 de marzo de 2017 el área laboral de Colpensiones emitió el dictamen de calificación Nº 2017207963SS de pérdida de capacidad laboral al señor Correa Rodríguez, decisión que le fue notificada el 22 de marzo de 2017 a la señora Lady Katherine Cáseres Martínez, por ser la persona autorizada por el señor Correa Martínez para tal fin.
Informó que el término de los 10 hábiles con que contaba el accionante para presentar su inconformidad en contra del dictamen de PCL  venció el 5 de abril de 2107, según lo consagrado en el artículo 142 del Decreto ley 019 de 2012

Señaló que de manera extemporánea y estando ejecutoriado el dictamen referido, el accionante presentó recurso frente al mismo.  De tal manera, que al estar por fuera de lo términos establecidos en la norma (10 días hábiles),  no es procedente la remisión de la decisión ante la Junta de Calificación Regional y tampoco lo sería el pago de los honorarios.
Afirmó con relación al derecho de petición presentado por el accionante, esa entidad mediante el oficio del 17 de Julio de 2017 Radicado BZ 2017_7208610 dio respuesta de fondo a lo solicitado, el cual fue enviado  mediante la guía de envío GN0367017388266 de la empresa Thomas Express.

Por lo anterior, consideró que desapareció la presunta causa vulneradora de los derechos fundamentales del actor y solicitó que se denegara el amparo constitucional (Fls. 16-21)

Adjuntó copia de las comunicaciones que se le han enviado al accionante (Fls. 22-27).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 25 de julio de 2017 el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado, itinerante de Pereira resolvió tutelar los derechos fundamentales de petición, debido proceso y seguridad social del señor Félix Antonio Correa Rodríguez y en consecuencia ordenó a COLPENSIONES que dentro de las 48 horas a la notificación del fallo procediera a dar trámite correspondiente al recurso de apelación interpuesto contra el dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral 2017207963SS del 16 de marzo y que en consecuencia, fuera remitido para tal efecto a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda los honorarios correspondientes.  (Fls. 29-31).
El Gerente Regional de Colpensiones fue notificado del fallo el 26 de julio de 2017 (Fl.35). 

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar la decisión de primera instancia, el 28 de julio de 2017, el Director de Acciones Constitucionales de la Gerencia de Defensa de COLPENSIONES radicó un escrito mediante el cual reiteró que el señor Félix Antonio Correa presentó el 6 de abril de 2017 escrito de impugnación ante el dictamen de calificación N 2017207963SS, lo cual hizo de manera extemporánea,  toda vez que la notificación que del dictamen se hizo a la señora Lady Katherine Caseres Martínez el 22 de marzo de 2017 y los 10 días hábiles para presentar el recurso vencieron el 5 de abril de 2017.

Igualmente indicó que mediante oficio 2017_7208610 del 17 de julio de 2017 enviado a través de la empresa de mensajería Thomas Express con guía Nº GN0367017388266 se dio respuesta al derecho de petición del 24 de mayo de 2017.(Fls. 38 y 39).
Adjuntó copia de los documentos a los que hizo alusión en su respuesta (Fls. 40-46) .

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. 

6.6. Ahora bien, la Corte Constitucional tiene establecido que: (i) La subsidiariedad o residualidad, y (ii) la inmediatez, son exigencias generales de procedencia de la acción, condiciones indispensables para el conocimiento de fondo de las solicitudes de protección de derechos fundamentales
. Con respecto al presupuesto de la inmediatez, la Corte Constitucional ha indicado que: “ la acción de tutela sería procedente cuando fuere promovida transcurrido un extenso espacio entre el hecho que generó la vulneración, siempre que: i) exista un motivo válido para la inactividad de los accionantes, por ejemplo, el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, incapacidad física, entre otros; ii) la inactividad injustificada vulnere el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; iii) exista un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la vulneración de los derechos de los interesados; o iv) cuando se demuestre que la vulneración es permanente en el tiempo y que, pese a que el hecho que la originó es muy antiguo respecto de la presentación de la tutela, la situación desfavorable del actor derivada del irrespeto por sus derechos, continúa y es actual” (Ver Sentencia T-246 de 2015)
Frente al tema de la subsidiariedad de la acción de amparo.  Se debe tener en cuenta que la  Constitución Nacional estableció una especial protección a las personas con discapacidad, así en lo incisos 2º y 3º del artículo 13 de esa norma superior, consagran que: “El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados”, agregando que “El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.” A su vez, el artículo 47 de la C.N. establece que el Estado “adelantará una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la atención especializada que requieran”. 
6.7. DEL CASO EN CONCRETO
6.7.1.   De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, se observa que el 16 de marzo de 2017 al señor Félix Antonio Correa Rodríguez le fue calificada su pérdida de capacidad laboral con un porcentaje del 41.82%,  con fecha de estructuración del 24 de febrero de 2017 y de origen común (Fls. 5-9), dictamen que le fue notificado mediante un oficio, del que no se advierte fecha de expedición, ni de recibido, y en el que se le  indicó al accionante que  contaba con un término de diez (10) días hábiles siguientes a la fecha de recibida la comunicación para que manifestara su inconformidad frente al mismo (Fl. 4).  Así mismo, el actor adjuntó copia del derecho de petición del 24 de mayo de 2017 dirigido a Colpensiones solicitando que cancelara los honorarios a favor de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y  en tal sentido, se aportara el recibo de consignación mencionado (Fl. 10). 
De acuerdo a lo anterior,  el señor Correa Rodríguez acudió al juez constitucional para que Colpensiones tramitara sus peticiones.
6.9.2. Por su parte, Colpensiones en la respuesta a la demanda contestó al juez de primer grado que el recurso en contra del dictamen de PCL formulado por parte del señor Correa Rodríguez, había sido  interpuesto de manera extemporánea por lo que no podía ser remitido a la Junta Regional de Calificación de Invalidez.  Al respecto, adjuntó copia de los siguientes documentos: 
i) oficio BZ2017_7208610 del 17 de julio de 2017 dirigido al accionante en donde le informan que el dictamen de PCL No.2017207963SS de 16 de marzo de 2017 había sido notificado el 22 de marzo de 2017 a la señora Lady Katherine Casares Martínez y que el escrito donde manifestó su inconformidad frente a la valoración de PCL, había sido radicado extemporáneamente el 6 de abril de 2017, por lo que no sería enviado a la JRCI   (Fls. 22 y 23); 
ii) comunicación del dictamen de PCL  donde aparece el nombre de la persona notificada “Lady Catherine CM”, fecha “22 de marzo de 2017”, ciudad de notificación “Pereira” y nombre de notificador “YULY H” (Fl. 24); 

iii) escrito emitido por el señor Correa Rodríguez el 28 de febrero de 2017  en la que le informa a ASALUD LTDA. que autorizaba a la señorita Lady Katherine Casares Martínez para que fuera notificada del dictamen de PCL (Fl. 24); 

iv) escrito del 5 de abril de 2017 en el que el señor Correa Rodríguez manifiesta su inconformidad frente a la PCL realizada por Colpensiones, el que tiene en la parte superior derecha de la primera hoja un sello, no legible, en el que aparece una fecha y unas letras “6 de abril de 2017 YH”  (Fls. 25-27);
6.9.3. Para corroborar lo anterior, el Oficial Mayor del juzgado fallador dejó una constancia en el entendido de haber marcado los teléfonos Nos.3351899 y 31150475784 del señor Félix Antonio Correa Rodríguez, pero le contestó una señora de nombre Lina Marcela Álvarez quien le informó que esa era una oficina de abogados, que allí no se localizaba el accionante y que no han recibido correspondencia alguna procedente de Colpensiones a nombre del señor Correa Rodríguez  (Fl. 28)
6.9.4.  Así las cosas, el A quo decidió amparar los derechos fundamentales al debido proceso, petición y seguridad social al señor Correa Rodríguez, al considerar lo siguiente:

“En efecto,  el hecho de omitir la información oportuna respecto a que su recurso había sido presentado de manera extemporánea, llevó a la convicción del actor en cuanto a la viabilidad del trámite, expectativa que lo llevó a elevar derecho de petición mes y medio después de la interposición del recurso de apelación, encaminado a que Colpensiones consignara el valor correspondiente a los honorarios de la Junta Regional de Calificación de Invalidez; y frente a ello la entidad accionada continuó guardando silencio de manera indolente, pues decidió dignarse a dar respuesta al usuario sólo cuando se le corrió el traslado del libelo de la acción constitucional que éste ejerciera en su contra.
Así, con total desdén indica Colpensiones que el recurso interpuesto por el actor fue presentado de manera extemporánea, dada la radicación del escrito al día siguiente del vencimiento del término, pero pretende ignorar o desconocer su propia negligencia, su persistente desidia para con el actor, quien imbuido en su buena fe, con la firme convicción de haber interpuesto su recurso en término, buscaba agotar los mecanismos de los que consideraba que tenía a su alcance para hacer efectivo su derecho a la seguridad social y al debido proceso, de los cuales es titular.
(…)

Es de verse cómo, solo hasta ahora, en su oficio del 17 de julio (sic), dirigido al señor Correa Rodríguez, en el que Colpensiones reconoce que  brinda esta respuesta en razón del auto admisorio de la demanda de tutela que, con sus anexos le fuera trasladada, se permite informar al interesado, ahora sí TRES MESES Y MEDIO DESPUÉS, que el recurso por él interpuesto lo fue de manera extemporánea, que ya el dictamen se encuentra en firme y que, por lo tanto, no es procedente el pago de honorarios ni remisión alguna de tal dictamen, a la Junta Regional de Calificación de Invalidez; y finaliza su comunicación de manera elocuente al afirmar: “Por todo lo anterior y con la presente comunicación se da por resuelta de fondo a su petición”.(…)”
6.9.5. El derecho fundamental al debido proceso se encuentra consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política y establece que éste debe ser aplicado a todas las actuaciones judiciales y administrativas.  Al respecto, la Corte Constitucional ha indicado que el debido proceso contiene las garantías necesarias para proteger los derechos fundamentales de las personas sometidas a actuaciones realizadas por órganos judiciales y administrativos y para que esto suceda es necesario que exista una regulación previa en la cual se determine el desarrollo de los actos que se estén realizando, las oportunidades de intervención de las partes, mecanismos de defensa, entre otros. De ahí que se proceda a proteger la efectiva aplicación de la impartición de justicia.  Adicionalmente  se pretende asegurar un buen desarrollo de la función pública administrativa que se encuentre acorde con los lineamientos Constitucionales y legales con el fin de evitar actuaciones abusivas y arbitrarias por parte de los órganos administrativos
.  Así mismo, la Corte Constitucional en la Sentencia C-089 de 2011 afirmó lo siguiente frente a que el debido proceso administrativo debe ser respetado en los procesos de calificación de pérdida de capacidad laboral en lo que tiene que ver con el derecho que tiene la persona calificada a interponer los recursos en contra de los dictámenes:

“el derecho al debido proceso administrativo se vulnera por parte de las autoridades públicas, cuando estas no respetan las normas sustanciales y procedimentales previamente establecidas por las leyes y los reglamentos y con ello se vulnera de contera el derecho al acceso a la administración de justicia.”
 
De ahí que, cualquier actuación administrativa que se encuentre contraria a los lineamientos preestablecidos por los órganos judiciales conlleva a la vulneración del derecho fundamental al debido proceso.

 

7.- Expuesto de forma general el debido proceso administrativo, procede la Sala a realizar una exposición acerca de la calificación de pérdida de capacidad laboral para establecer las regulaciones que se deben respetar al momento de realizar este tipo de actuaciones administrativas.

 

8.- La calificación de pérdida de capacidad laboral permite a las personas acceder a servicios médicos o prestaciones económicas que devienen de incapacidades o, incluso, pensión de invalidez. Frente a ello, la presente Corte, en la sentencia C-1002 de 2004, expresó que “[l]as juntas de calificación de invalidez emiten decisiones que  constituyen el fundamento jurídico autorizado, de carácter técnico científico, para proceder con el reconocimiento de las prestaciones sociales cuya base en derecho es la pérdida de la capacidad laboral de los usuarios del sistema de seguridad social. Como ya se dijo, el dictamen de las juntas  es la pieza fundamental para proceder a la expedición del acto administrativo de reconocimiento o denegación de la pensión que se solicita. En este sentido, dichos dictámenes se convierten en documentos obligatorios para efectos del reconocimiento de las prestaciones a que se ha hecho alusión.”[6]   

 

Ahora bien, la calificación del estado de invalidez se encuentra consagrada en el artículo 41 de la ley 100 de 1993[7] dónde se establece, entre otras cosas, que el estado de invalidez debe ser determinado conforme a los lineamientos establecidos en el manual único para la calificación de invalidez vigente –actualmente regulado por el Decreto 917 de 1999-. Además, determina los entes encargados de emitir el concepto del dictamen de pérdida de capacidad laboral o invalidez como el Instituto de Seguros Sociales, las Entidades Promotoras de Salud, Administradoras de Riesgos Profesionales, Compañías de Seguros que asumen riesgos de invalidez o muerte y las respectivas juntas de calificación de invalidez. Todos estos entes deben expedir los actos de calificación expresando los fundamentos de hecho y de derecho que los llevó a tomar la decisión final y, además, deben informar los recursos que proceden en contra de la decisión tomada.
 
9.- Por otro lado, el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral ante las juntas de calificación de invalidez se encuentra regulado en capítulo III del Decreto 2463 de 2001 “Por el cual se reglamenta la integración, financiación y funcionamiento de las juntas de calificación de invalidez". Esta norma determina todos los requisitos y procesos que debe llevar la solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral; así como la forma en que las juntas de calificación de invalidez deben adoptar sus decisiones.

 

Dentro de dichas regulaciones, el decreto establece las oportunidades en las cuales, la persona que solicita la calificación, tiene la facultad de controvertir las decisiones emitidas dentro de su proceso de calificación. De igual forma, la Ley 100 de 1993 contiene que “En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas decisiones proceden las acciones legales”.
 
Los recursos mediante los cuales el peticionario puede manifestar su inconformidad con las decisiones tomadas se encuentran en los artículo 33 y 34 del Decreto 2463 de 2001 y corresponden al recurso de reposición y al recurso de apelación.
(…)   Como se puede ver en el texto transcrito, las personas que se encuentran inconformes con las decisiones tomadas por las juntas de calificación de invalidez, puede controvertirlas para solicitar una revisión por parte de un órgano superior. En caso de que la inconformidad se refiera a una decisión tomada por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, recordemos que las normas han determinado que la persona puede acudir ante la jurisdicción ordinaria laboral.

 

Ahora, los recursos de reposición y apelación en contra de los dictámenes de pérdida de capacidad laboral emitidos por las juntas de calificación de invalidez, pueden ser solicitados sin ningún tipo de formalidad especial, es decir, pueden ser solicitados mediante un escrito en el cual se manifieste la inconformidad con los mismos, se anexen las pruebas y se fundamenten las razones por las cuales no se está de acuerdo.

 

Frente a lo expuesto, la Corte Constitucional, en la sentencia T-108 de 2007, ha expresado que “Durante este trámite, tal como lo ha señalado la Corte[8], el interesado tiene los derechos propios de todo interviniente en una actuación administrativa, y, especialmente, el derecho a que se dé la oportunidad de controvertir la calificación o valoración médica relativa a la disminución de su capacidad laboral, tal y como se encuentra previsto en los artículos 11, 35 y 40 del Decreto 2463 de 2001[9]. Lo anterior, constituye la materialización del derecho al debido proceso, el cual, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, debe ser respetado durante el trámite que se sigue por estas entidades.”
 
De igual forma, en la sentencia T-798 de 2011, se afirmó que “el cumplimiento de las normas que regulan la adopción de decisiones por parte de las juntas de calificación de invalidez o las juntas o tribunales médicos de la Policía Nacional o de las Fuerzas Militares son parte integrante del derecho fundamental al debido proceso de las personas que están surtiendo los trámites para la determinación de su porcentaje de pérdida de la capacidad laboral”[10]
 
6.9.6.  Significa lo anterior, que las personas que se encuentran dentro de un proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral tienen la facultad de acceder a todos los mecanismos que han sido otorgados por la legislación para proteger su derecho al debido proceso y, así, lograr una eficaz impartición de justicia por parte de las entidades administrativas.
6.9.7.  Analizado el asunto en concreto, si bien es cierto no existe duda del derecho que le asiste al señor Félix Antonio Correa a controvertir el dictamen de pérdida de capacidad laboral emitido por el Grupo Médico Interdisciplinario de Colpensiones y que por el hecho de que la entidad accionada no le hubiera informado oportunamente que el recurso interpuesto en contra de esa valoración había sido extemporáneo, creó en el accionante la expectativa de que la Junta Regional de Calificación de Invalidez iba a revisar su caso, también lo es que dentro de la foliatura quedó demostrado que Colpensiones notificó el dictamen de PCL a nombre del señor Félix Antonio Correa a la persona autorizada por él  el 22 de marzo de 2017 (folio 24).  Por lo tanto, el accionante contaba con diez (10) días hábiles para manifestar su inconformidad frente la determinación contenida en el dictamen de PCL que iban hasta el  5 de abril de 2017, situación que sólo verificó el 6 de abril de 2017, según se desprende de la firma y sello plasmados en el escrito expedido por el actor el  5 de abril de 2017 el cual fue allegado por Colpensiones tanto en la respuesta a la demanda de tutela (folio 25-27), como en la impugnación  (Fls. 43-45).
6.9.8.  Así las cosas, no es posible afirmar, como lo hizo el A quo, que Colpensiones con desdén indicó que el recurso interpuesto por el accionante fue presentado de manera extemporánea “dada la radicación del escrito  al día siguiente del vencimiento del término” pretendiendo desconocer su propia negligencia, cuando  lo que se puede concluir es que la situación puesta en conocimiento del juez constitucional por parte del señor Correa fue generada por él mismo o por la persona a quien este autorizó para que se notificara del dictamen de PCL, pues a sabiendas de que contaba con diez (10) para presentar su inconformidad frente a dicha valoración, sin justificación alguna lo hizo a los once (11) días.

6.9.9. Por lo tanto, esta Sala considera que en ese asunto específico se puede dar aplicación al principio conforme al cual nadie puede alegar en su favor su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), toda vez que como se dijo antes, el accionante es el responsable de los hechos que hoy alega por medio de la tutela y que procura subsanar por no habérsele dado trámite al recurso de impugnación presentado en contra del dictamen de pérdida de capacidad laboral y del que conocería la Junta Regional de Calificación, máxime que en la comunicación del dictamen de PCL se le informó al señor Correa el término y el lugar con los cuales contaba para presentar inconformidades (Fl. 4). Con respecto al principio antes aludido, la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente: 

“En efecto, si los hechos que dan origen a la acción de tutela corresponden a la actuación culposa, imprudente o negligente del actor que derivó, a la postre, en la vulneración o amenaza de sus derechos fundamentales, no es admisible que éste pretenda a través de la acción de tutela obtener el amparo de tales derechos, y por lo tanto, desplazar su responsabilidad en la ocurrencia de los hechos que fundamentan la solicitud de amparo a la autoridad pública o al particular accionado. Una consideración en sentido contrario, constituiría la afectación de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.

 

“En síntesis, el principio general del derecho según el cual Nadie puede obtener provecho de su propia culpa (Nemo auditur propriam turpitudinem allegans), hace parte del ordenamiento jurídico colombiano. En consecuencia, en virtud de dicho principio, la prosperidad de la acción de tutela está condicionada a la verificación de que los hechos que la originan, no ocurrieron como consecuencia de la culpa, imprudencia, negligencia o voluntad propia del actor. Ello por cuanto, una consideración en sentido contrario, constituiría una afectación del principio en comento, y por lo tanto, de los fundamentos del Estado de Derecho y del principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución política”.

Así las cosas, este Tribunal no advierte vulneración a los derechos fundamentales al debido proceso y seguridad social, por parte de Colpensiones.

6.9.10.  Por otro lado, frente al derecho de petición presentado por el accionante el 24 de mayo de 2017 el cual estaba encaminado a que se pagaran los honorarios a favor de la Junta Regional de Calificación de Invalidez con el fin de que se tramitara el recurso de apelación, la Sala encuentra que si bien en principio Colpensiones había omitido dar respuesta al mismo, mediante la comunicación  BZ- 2017_7208610 del 17 de julio de 2017 Colpensiones respondió al accionante que no procederían a remitir el expediente ni a cancelar los honorarios, con fundamento en los argumentos a los que se han venido haciendo referencia a lo largo de este proveído  en el entendido de haberse presentado extemporáneamente la inconformidad frente al dictamen de PCL (Fl.41 y 42). Dicha respuesta fue enviada con la guía GN0367017388266 la que aparece  fotocopia de guía de envío del 18 de julio de 2017  donde aparece recibido por “Lina Marcela” (Fl.46), quien de acuerdo a una constancia del Oficial Mayor del juzgado de primera instancia, es quien contesta a los teléfonos de una oficina de abogados (Fl.28).
6.9.11. De acuerdo a lo anterior, la vulneración al derecho fundamental de petición ya ha sido materializado y en tal virtud, no podría este Tribunal impartir una orden cuando el hecho objeto de tutela, se encuentra superado, lo que se configura en el caso bajo estudio.  Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T- 094 de 2014 reiteró que “si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos o circunstancias que neutralicen el riesgo o hagan cesar la vulneración del derecho fundamental cuya protección se hubiere reclamado, queda sin materia el amparo y pierde razón cualquier orden que pudiere impartirse, que ningún efecto produciría, al no subsistir conculcación o amenaza alguna que requiere protección inmediata…”
Consecuente con lo discurrido, esta Sala revocará la sentencia emitida por el Juez 2º Penal del Circuito Especializado, itinerante de Pereira y en su lugar, negará el amparo invocado por el señor Félix Antonio Correa en contra de Colpensiones.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de tutela proferida el 25 de julio de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado, Itinerante de Pereira, y en su lugar, SE NIEGA el amparo invocado por el señor Félix Antonio Correa en contra de Colpensiones, por las razones esbozadas en la parte considerativa.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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